
��
ideele Nº 172 / julio 2005

�ste año, las investigaciones

y denuncias presentadas sobre
diversos casos por la Fiscalía
Especializada en Derechos Hu-
manos, encabezada por Cristina
Olazábal, han devuelto a los
familiares de las víctimas la
esperanza de hallar la verdad y
sancionar a los autores.

Sin embargo, el rasgo común de
las denuncias de violaciones de
derechos humanos es la ausen-
cia de una legítima voluntad de
diversos sectores del Estado por
hacer justicia. Las recientes
noticias sobre el cambio de la
orden de detención por compare-
cencia de los militares implica-
dos en los crímenes del cuartel

Los Cabitos de Ayacucho y en la
masacre de Accomarca confir-
man este diagnóstico.

La experiencia acumulada con
los casos Barrios Altos, La
Cantuta, Santa, entre otros, des-
cribe lo que está ocurriendo
hasta hoy: pese a la gravedad de
los hechos y a que se conoce a
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los responsables, amplios sec-
tores del Estado y las Fuerzas
Armadas han movilizado su apa-
rato para obstaculizar las investi-
gaciones y lograr la impunidad.

Dada esta situación, la defensa de
los casos que están siendo
judicializados optó por solicitar la
detención de los responsables
considerando que la mayoría de
ellos pertenecen a una cúpula
militar con apreciable jerarquía.
Así se pretende evitar que los
responsables de crímenes de
lesa humanidad hagan uso del
poder que les da su rango para
presionar a sus subordinados,
lograr declaraciones que los favo-
rezcan y esquivar así a la justicia.

Improcedencia de las
comparecencias

En las últimas semanas, varios
de los inculpados por los casos
Los Cabitos y Accomarca están
haciendo intentos para sustraer-
se de la justicia. Hasta la fecha,
en el primer caso, Carlos Briceño
Cevallos, Julio Carvajal D’Angelo,
Carlos Millones D’Estefano, Sal-
daña Vásquez Romero, Édgar
Paz Avendaño y Arturo Moreno
Alcántara han presentado su pedi-
do ante el juez de Huamanga, Willy
Ayala Calle, quien ha variado la
orden de detención de los cuatro
primeros. En el caso Accomarca,
Wilfredo Mori Orzo, Luis Robles
Nunura, Carlos Pastor Delgado,
Ricardo Sotero Navarro, Nelson
Gonzales Feria, César Martínez
Uribe Restrepo, Hélber Gálvez
Fernández, Manuel Aparicio Salda-
ña y José Williams Zapata han
hecho lo propio ante la sala penal.
Esta ha otorgado la comparecen-
cia a los dos últimos.

Según el Código Penal, para
determinar la detención de un
inculpado se requiere tener en
cuenta algunos criterios. Primero,
el "peligro procesal", es decir, la
existencia de suficientes elemen-
tos probatorios a partir de los
cuales se puede concluir que el
imputado intenta eludir la labor de
la justicia o perturbar la acción

probatoria. Segundo, la "prueba
suficiente" o la existencia de
suficientes elementos probatorios
que vinculen al inculpado con el
hecho que se le imputa. Y, tercero,
que la "pena privativa" de libertad
por imponer sea superior a cuatro
años, considerando la gravedad
del hecho.

Tanto en el caso Los Cabitos
cuanto en el de Accomarca
existen argumentos de peso que
impiden variar el mandato de
detención. Así, tenemos:

1. Se trata de delitos contra la
humanidad, ocurridos en medio
del conflicto armado interno, que
quebrantan lo estipulado por la
Constitución peruana y el Dere-
cho Internacional. Recordemos
la brutalidad del crimen perpetra-
do en Accomarca el 14 de agosto
de 1985, cuando las patrullas del
subteniente EP Telmo Hurtado y
del teniente EP Juan Rivera
arrasaron con más de sesenta
pobladores (entre ellos niños,
mujeres embarazadas y ancia-
nos) a quienes dispararon, pren-
dieron fuego y lanzaron granadas.
En las semanas siguientes fueron
asesinados también varios testi-
gos del crimen.

2. Se trata de delitos sistemáti-
cos y generalizados que corres-
pondían a una política contrasub-
versiva aplicada en las zonas de
emergencia por el Comando
Político Militar de turno y que era
planificada y aprobada por el
Sistema de Defensa Nacional
integrado por altos mandos mili-
tares, el ministro de Guerra e,
incluso, el propio Presidente de
la República. Así, por ejemplo,
cuando, el 29 de diciembre de
1982, Fernando Belaunde autori-
zó el ingreso de las Fuerzas
Armadas en el departamento de
Ayacucho, nombró como jefe
político-militar al general Cle-
mente Noel Moral. Al mando de la
Segunda División de Infantería,
Noel Moral instaló su centro
principal de operaciones en el
cuartel Los Cabitos, desde don-
de, en coordinación con los altos

mandos del Ejercito, planificó y
ejecutó una política violatoria de
los derechos humanos que des-
encadenó detenciones ilegales,
torturas, desapariciones y ejecu-
ciones extrajudiciales.

3. Por tratarse de hechos graves
—asesinatos, desapariciones
forzadas, etcétera—, la pena que
merecían era superior a los
cuatro años. Por tanto, tal como
se hizo con La Cantuta y Barrios
Altos, también debe aplicarse la
orden de detención en los casos
que hoy están siendo judicializa-
dos, que comprenden el arrasa-
miento de comunidades enteras y
una práctica sistemática vejatoria
de los derechos fundamentales.

4. En los casos Los Cabitos y
Accomarca existen elementos
probatorios suficientes que acre-
ditan la responsabilidad penal
de los inculpados y, además,
está latente el peligro de fuga u
obstaculización de la justicia. Por
ello, es necesario aplicar la
medida de detención para garan-
tizar su comparecencia y asegu-
rar los fines del proceso. Se debe
tener en cuenta que los inculpa-
dos han negado, de manera
recurrente, su responsabilidad
en los hechos, obstaculizado las
investigaciones y hasta encu-
briendo las pruebas. Así lo hizo el
general José Williams mientras
estuvo procesado por el caso
Chavín de Huántar —lo que
significa un antecedente negati-
vo en su conducta procesal y, por
tanto, implica peligro procesal—,
y lo sigue haciendo ahora con el
caso Accomarca —pese a haber
sido jefe de la Patrulla Los
Linces, autores de dicha ma-
sacre—, y esta ha sido la
conducta de las Fuerzas Arma-
das a lo largo de las décadas de
1980 y 1990.

Justicia para las víctimas
versus protección del Estado

Todo proceso judicial tiene como
propósito conocer la verdad de
los hechos, sancionar a los
responsables e indemnizar a las
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víctimas sobre la base del princi-
pio de equidad: todos los ciuda-
danos son iguales ante la ley.
Con ello se entiende que tanto
civiles cuanto militares deben
ponerse a disposición de la
justicia cuando ella lo requiera.

Sin embargo, en el Perú el poder
militar es muy fuerte; tanto, que ni
la gravedad de los crímenes
perpetrados, ni las evidencias
que prueban la responsabilidad
de los mandos militares, ni las
denuncias existentes han logra-
do que las Fuerzas Armadas
asuman su responsabilidad en
las violaciones de los derechos
humanos cometidas entre 1980
y el 2000.

A diferencia de otros países
latinoamericanos, como la Ar-
gentina y Chile, las Fuerzas
Armadas y la Policía Nacional del
Perú —conforme a su mal llama-
do espíritu de cuerpo— no han
asumido ni reconocido, como
institución, su responsabilidad
en tales crímenes; ni, muchos

menos, han pedido perdón. Por
el contrario, se están valiendo de
su propia institución y del respal-
do que esta les brinda para
evadir la acción de la justicia.
Cabe entonces preguntarse:
¿Qué garantía tenemos de que
no obstaculicen el proceso? ¿De
que faciliten las pruebas que
tienen en su poder? ¿De que
dichas pruebas existan aún y no
hayan sido eliminadas para pro-
teger a su personal?

Numerosos indicios dan cuenta
del papel que están desempe-
ñando diversas instituciones del
Estado frente a las violaciones
de los derechos humanos. Así,
por ejemplo, José Luis Chávez
Velásquez, alias Centauro, fue
ascendido a mayor el 26 de
noviembre del 2004, pese a que
tenía una orden de captura
pendiente por la desaparición de
siete pobladores de Huancapi
(Ayacucho); en el caso Chuschi,
hasta el momento el fuero militar
no entrega el expediente, ni pone

a disposición del fuero común a
Collins Collantes Guerra, sindi-
cado como uno de los responsa-
bles de la detención y desapari-
ción de las autoridades civiles y
comunales de dicha localidad; el
propio José Williams Zapata
—junto a Manuel Paz Ramos—
fue ascendido el 8 de noviembre
del 2003 mientras era procesado
en el fuero militar por el caso
Chavín de Huántar.

Y es que mientras el Ministerio de
Defensa condecora y asciende a
los responsables de tales críme-
nes, la justicia se aleja cada vez
más de las víctimas.

Pongamos fin a esta suerte de
regla que se viene imponiendo a
favor de los perpetradores y,
consecuentemente, en perjuicio de
la población afectada. El Estado
peruano tiene un compromiso
pendiente con los afectados por el
conflicto armado y, en general, con
la sociedad que, tras dos décadas
de violencia e impunidad, clama
por verdad y justicia.�
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